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Presentación

Edelmiro Rúa Álvarez 

Presidente del Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos 

La promulgación de la Ley sobre Responsabil idad Medioambiental y su

reglamento aplicativo son consecuencia de los últimos grandes siniestros

medioambientales como el de Seveso o Aznalcóllar y de la subsiguiente directiva

europea. La Ley, que va algo más lejos que la citada directiva, tiene por objeto

prevenir, evitar o reparar daños medioambientales, tanto si se producen por

acciones u omisiones negligentes como si son consecuencia de casos fortuitos o

accidentales.

La Ley atribuye responsabilidades a los operadores, constituidos por cualquier

persona física o jurídica, pública o privada, que desempeñe o controle una

actividad económica o profesional o que tenga un poder económico

determinante sobre su funcionamiento técnico, entre los cuales puede haber

numerosos ingenieros de Caminos, Canales y Puertos que estén ejerciendo su

profesión.

Además, la Ley ordena la provisión de determinadas garantías y seguros

obligatorios, materia ésta de gran interés para los colegiados y que constituye un

importante campo de acción para el que está preparado FAM-CAMINOS, como

es bien sabido.

Por todas estas circunstancias, parece conveniente poner al alcance de los

colegiados un documento explicativo de aquellos aspectos de la Ley y su

Reglamento que puedan afectar a las responsabilidades medioambientales

generales que asume en el desempeño de su labor profesional, aunque sea de

forma indirecta. El presente cuaderno pretende así ser una herramienta útil y

clarificadora para muchos colegiados, exponiendo los límites que la Ley pone a

dicha responsabilidad general y, en su caso, cómo afrontarla y cómo se debe

proceder.
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Los Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos y la Ley de Responsabilidad medioambiental

1. Propósito

El Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales
y Puertos, consciente de la preocupación de
los colegiados en relación con las responsabi-
lidades que asumen en el ejercicio de su pro-
fesión, ha venido organizando diversas activi-
dades divulgativas que han culminado
recientemente con la publicación, conjunta-
mente con FAM-CAMINOS, de un folleto divul-
gativo “La responsabilidad profesional de los
Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos“. En
dicho documento se abordan las cuestiones
relativas a la responsabilidad medioambiental
y, en particular, las que corresponden a los
delitos medioambientales de riesgo. 

Por otro lado, el día 25 de octubre de
2007 entró en vigor la Ley 26/2007 de 23 de

octubre de Responsabilidad Medioambien-
tal, que introduce nuevas responsabilidades
a los que llama “operadores” profesionales y
económicos, en orden a prevenir, evitar y
reparar los daños medioambientales que sus
actividades puedan provocar. Consecuen-
temente, el  gobierno ha redactado un
Reglamento para el desarrollo de la citada
Ley.

En estas circunstancias, el presente docu-
mento tiene por objeto examinar dicha Ley y
su Reglamento, en la medida en que sus dis-
posiciones puedan afectar a los colegiados,
ampliándoles las responsabilidades que ya
fueron expuestas en el mencionado folleto
divulgativo.

2. Contexto jurídico de la Ley

La Ley es la culminación de la normativa
europea surgida como consecuencia de los
accidentes de Seveso (1976) y Aznalcóllar
(1998), entre otros. Así, se traspone, amplian-
do su alcance, la Directiva Europea
2004/35/CE de 21 de abril sobre “Responsabili-
dad medioambiental en relación con la pre-
vención y reparación de daños ambientales”.

La Ley se justifica, según indica su propio
artículo primero, para cumplir con el manda-
to constitucional que dice que “Todos tienen

derecho a disfrutar de un medio ambiente
adecuado para el desarrollo de su persona,
así como el deber de conservarlo” (Art. 45
de la Constitución Española). Este mismo artí-
culo impone también la obligación de repa-
rar los daños que se causen al medio
ambiente.

Esta ley pretende, en fin, hacer una reali-
dad el consabido principio de que “quien
contamina, paga”, tal como se indica en el
propio artículo primero de la misma.
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3. Objeto y responsabilidades que atribuye la Ley

3.1. Objeto de la Ley

La Ley regula la responsabilidad de los opera-
dores económicos o profesionales en relación
con los daños medioambientales significativos
que se puedan producir con motivo del desa-
rrollo de sus actividades.

3.2. Sujetos activos responsables

La ley responsabiliza a los “operadores” de los
daños que su actividad pueda producir al
medio ambiente. 

Por “operador” entiende a cualquier per-
sona física o jurídica, pública o privada, que
desempeñe o controle una actividad econó-
mica o profesional o que tenga un poder
económico determinante sobre su funciona-
miento técnico. 

Asimismo, se entiende por actividad profe-
sional o económica toda aquella realizada
con ocasión de una actividad de índole eco-
nómica, un negocio o una empresa, con
independencia de su carácter público o pri-
vado y de que tenga o no un fin lucrativo.

El cumplimiento de las condiciones
impuestas en cualesquiera títulos administrati-
vos que sean necesarios para el desarrollo de
la actividad no exonera al operador de su res-
ponsabilidad. No obstante, en el caso de las
actividades realizadas por un operador al
amparo de un contrato o autorización, la
Autoridad Administrativa contratante o autori-
zante no adquiere responsabilidad por los
daños o amenazas de daño que se deriven
de la actividad del operador (Art. 9.4). Se
exceptúan de esta regla los daños derivados
del cumplimiento por parte del operador de
una orden o instrucción obligatoria dada por
dicha Autoridad Administrativa, incluidas las
que se den para la ejecución de un contrato
otorgado de acuerdo con la Ley de Contra-
tos del Sector Público (Art. 14.1b).

Como puede verse, con estas definiciones,
no se libra nadie que tenga algo que ver con
la actividad potencialmente desencadenan-
te de un daño medioambiental significativo.

3.3. Obligaciones que impone la Ley

La Ley impone los deberes de prevenir, evitar
y reparar los daños medioambientales, distin-
guiendo, para modular las obligaciones
impuestas, sobre si esos daños se producen
únicamente de forma accidental o fortuita o
si, por el contrario, concurren conductas cul-
pables, negligentes o dolosas (intenciona-
das). En efecto, es importante recalcar que la
Ley incluye los daños que se puedan producir
de forma fortuita y sólo excluye los casos de
fuerza mayor enumerados por la propia Ley. 

La obligación de prevenir se adopta como
respuesta a un suceso, acto u omisión que
suponga una amenaza inminente de daño
medioambiental y tiene por objeto impedir
que se produzca el daño o reducirlo al máxi-
mo.

La obligación de evitar nuevos daños
surge cuando ya se ha producido un daño
medioambiental y tiene por objeto limitar o
impedir mayores daños medioambientales,
controlando, conteniendo o eliminando los
factores que han originado el daño, o hacien-
do frente a ellos de cualquier otra forma.

Para evitar confusiones, conviene tener
claro que cuando la Ley hace mención a
prevenir se está refiriendo a una situación en
la que todavía no se ha producido un daño
medioambiental, pero se estima que puede
llegar a producirse. Sin embargo, cuando
habla de evitación, en realidad quiere decir
evitación de nuevos daños, ya que se refiere
a situaciones donde ya se han producido
daños medioambientales y es posible que, si
no se toman ciertas medidas, puedan produ-
cirse daños adicionales.
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La reparación incluye todas las acciones
necesarias, incluidas las provisionales, para
reparar, restaurar o reemplazar los recursos
naturales y servicios de recursos naturales
dañados, o facilitar una alternativa equiva-
lente. En el Anexo II de la Ley, que se desarro-
lla en su Reglamento, se establecen una serie
de reglas para elegir las medidas más ade-
cuadas para garantizar la reparación del
daño medioambiental.

3.4. Responsabilidades adjudicadas

Las responsabilidades adjudicadas pueden
clasificarse según dos tipos: una obligación
general aplicable a todas las actividades que
produzcan o puedan producir los daños
medioambientales que la Ley considera y una
obligación especial que se impone en aque-
llos casos en que la actividad coincide con
una de las enumeradas específicamente en
la Ley en su propio Anexo III, tal como se indi-
ca a continuación.

3.4.1. Responsabilidades generales 

El artículo 3 de la Ley indica que se aplica-
rá a los daños medioambientales o a la
amenaza inminente de que tales daños
ocurran, sea cual sea la naturaleza de la

actividad del operador. Y señala que cuan-
do no medie dolo, culpa o negligencia
serán exigibles las medidas de prevención
de posibles daños y de evitación de nuevos
daños, cuando éstos ya se hayan produci-
do.

En el caso de que medie dolo, culpa o
negligencia, además de las medidas de
prevención y evitación, es obligatoria la
reparación. Naturalmente, en este caso,
será precisa la prueba del nexo causal entre
la ejecución de la actividad y la eventual
producción del daño.

3.4.2. Responsabilidad especial

La Ley es más exigente en el caso de las acti-
vidades que lista en su Anexo III, que más
adelante se exponen. En efecto, en este
caso, se presumirá, salvo prueba en contrario,
que la actividad económica o profesional de
esta índole ha causado el daño o la amena-
za inminente de que el daño se produzca
cuando, atendiendo a la naturaleza intrínse-
ca o a la forma en que se ha desarrollado la
actividad, sea apropiada para causar ese
daño. Es decir, que para las citadas activida-
des del Anexo III, se invierte la carga de la
prueba y el nexo de causalidad entre la acti-
vidad y el daño se presupone.
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4. Notas características de la Ley

4.1. Nuevo régimen administrativo

La Ley establece un nuevo régimen adminis-
trativo que opera al margen del derecho civil,
penal y administrativo aplicable hasta el
momento. En efecto, en la responsabilidad
civil, que continua intacta, se trata de un liti-
gio entre particulares donde uno debe res-
ponder por los perjuicios causados a otro. En
la responsabilidad penal y administrativa
común, se protegen bienes jurídicos y se san-
cionan conductas contrarias al patrimonio
medioambiental común. Aquí se da un paso
más, dotando a las Administraciones Públicas
de nuevas responsabilidades y facultades
para proteger de forma genérica el medio
ambiente y hacer real el aforismo de que
quien contamina paga.

Esta ley no modifica ni interfiere con la
aplicación de la normativa existente y, por
ello, no impide que se atribuyan, en aplica-
ción de otras normas, responsabilidades a
sujetos distintos de los operadores.

4.2. Carácter universal

Las obligaciones relativas a la reparación del
daño medioambiental tienen carácter univer-
sal y son exigibles con independencia de las
que se formulen en virtud de un proceso civil,
penal o administrativo.

4.3. Carácter objetivo

En la Ley se establecen responsabilidades
relativas al medio ambiente incluso en aque-
llos casos en que no medie negligencia,
culpa o dolo.

Además, el cumplimiento por parte del
operador de las condiciones impuestas en su
autorización, permiso o título administrativo
análogo no le exime de las responsabilidades
medioambientales que esta Ley le atribuye.

4.4. Carácter preventivo

La Ley establece responsabilidad y exige
tomar medidas, no sólo cuando se produce
un daño medioambiental significativo (medi-
das de evitación de nuevos daños y repara-
ción de los producidos), sino también medi-
das preventivas, en el caso de que se produz-
ca una amenaza inminente de que tales
daños vayan a ocurrir.

La amenaza inminente, definida en la Ley
como una probabilidad suficiente de que se
produzcan daños medioambientales en un
futuro próximo, es, como se ve, un concepto
jurídico indeterminado de contornos impreci-
sos que deberá ser delimitado por la jurispru-
dencia.

4.5. Dimensión reparadora

Los operadores están siempre obligados a
aplicar las medidas preventivas y de evita-
ción de nuevos daños. Asimismo, en cualquier
caso, siempre que haya mediado negligen-
cia, culpa o dolo, se está obligado a reparar
el medio ambiente dañado.

Pero además, cuando se trate de las acti-
vidades del citado Anexo III de la Ley, el ope-
rador siempre debe reparar el medio ambien-
te dañado, aunque no haya habido negli-
gencia, culpa o dolo, sino que sea tan sólo de
un caso fortuito, accidental o inesperado.

4.6. Carácter ilimitado

La Ley es objetivamente ilimitada: las accio-
nes preventivas, de evitación de nuevos
daños o reparadoras que deben realizarse
para el cumplimiento de la Ley incluyen el
sufragar todos los gastos necesarios, sin limita-
ción alguna, para culminar todas las medidas
necesarias para alcanzar el objetivo de pre-
vención o evitación y obtener, en su caso, la
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5. Alcance de la Ley

reparación total del medio ambiente daña-
do, yendo más allá de la mera satisfacción
de una indemnización económica.

Sin embargo, existe una limitación tem-
poral de la responsabilidad por los daños

medioambientales, que se circunscriben a
los que puedan producirse en el transcurso
de 30 años contados a partir de la finaliza-
ción de la acción o emisión causante del
daño.

5.1. Actividades profesionales y económicas

5.1.1. Actividades incluidas 
en el ámbito de esta Ley 

En principio, todas las actividades profesio-
nales o económicas que puedan producir
daños medioambientales están sujetas  a las
prescripciones de esta ley. 

Por otro lado, como ya se adelantó ante-
riormente, existen una serie de actividades
que dan lugar a unas responsabilidades
especiales.

5.1.2. Actividades que originan 
responsabilidades especiales

Como ha quedado dicho, la responsabili-
dad general de todas las actividades profe-
sionales y económicas genera la obligación
de prevenir y evitar los daños medioambien-
tales. Sin embargo, hay determinadas activi-
dades que, por su especial peligrosidad
medioambiental, generan además la obli-
gación de reparar, aun cuando no exista
negligencia, culpa o dolo. Estas actividades
se relacionan en el Anexo III de la Ley y se
recogen en el Anexo 1 del presente docu-
mento. 

Por otro lado, en el apartado primero de
dicho anexo se incluyen las actividades rela-
tivas a la explotación de instalaciones suje-
tas a autorización de conformidad con la
Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y
Control Integrados de la Contaminación,
que se recogen en su Anexo 1 las cuales se

reproducen como Anexo 2 del presente
documento.

De esta manera, quedan sujetas a res-
ponsabilidad especial todas las actividades
relacionadas en los Anexos 1 y 2 del presen-
te documento.

5.2. Actividades excluidas del deber de
soportar los costes de prevención, evitación 
y reparación

En determinados casos, el operador está
obligado a adoptar y ejecutar las medidas
necesarias de prevención, evitación y repa-
ración pero no está obligado a soportar los
costes correspondientes (Art.14), por lo que,
una vez satisfechos, puede recuperarlos
ejerciendo la correspondiente acción de
repetición contra los responsables últimos:

• Actuaciones de terceros ajenos al ámbi-
to de la organización de la actividad e
independiente de la misma, cuando se
han tomado todas las medidas de seguri-
dad necesarias; 

• Cumplimiento de una orden o instrucción
obligatoria dictada por una autoridad
pública competente, incluidas las que se
den en orden a la ejecución de un con-
trato otorgado de acuerdo con la Ley de
Contratos del Sector Público. No obstan-
te, a efectos de esta Ley, la ejecución de
contratos con arreglo a proyectos apro-
bados por la Administración, salvo en lo
previsto en la declaración de impacto
ambiental, no se considera una orden o
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instrucción, por lo que ello no exonera de
la responsabilidad al contratista.

Además, el operador que haya realiza-
do alguna de las actividades que generan
responsabilidad especial (Anexo III de la
Ley), no existiendo negligencia, culpa o
dolo, no tendrá obligación, tampoco, de
soportar los gastos de reparación medio-
ambiental:

• Cuando se haya atenido escrupulosa-
mente a la autorización administrativa
pertinente y a la normativa aplicable;

• Cuando el daño se deba a una emisión o
a la utilización de un producto o método
no considerados potencialmente peligro-
sos de acuerdo con los conocimientos
científicos y técnicos existentes en ese
momento.

5.3. El medio ambiente protegido

No todos los elementos que componen el
medio ambiente quedan protegidos por la
presente Ley. A continuación se indican
cuáles son los que la Ley protege:

5.3.1. Elementos naturales

Los elementos naturales protegidos son:

• Flora y fauna silvestre que viva permanen-
temente o de forma temporal en territorio
español;

• Hábitat de las especies autóctonas;
• Aguas continentales superficiales y subte-

rráneas; masas de agua artificiales; aguas
costeras y de transición;

• Riberas del mar y rías;
• Suelos.

La ley no se aplica a los daños medioam-
bientales atmosféricos; tampoco se aplica a
los causados por una contaminación de
carácter difuso, a menos que sea posible
establecer un vínculo causal entre los daños y

las actividades de algún operador concreto
(Art. 3.3).

5.3.2. Las personas, sus derechos y sus bienes 

La Ley excluye su aplicación a los daños a las
personas, a sus derechos o a sus bienes, a
menos que esos bienes sean un elemento
medioambiental; pero, en este ultimo caso,
aclara que se puede obtener una sola indem-
nización, bien sea a través de esta Ley, bien
sea a través de cualquier otra normativa apli-
cable al caso.

No obstante, en el caso de los daños a los
suelos, se incluye el peligro de efectos adver-
sos para la salud humana.

5.4. El daño que se puede causar

La Ley exige la prevención de posibles
daños, evitación de mayores daños y repa-
ración de los daños medioambientales que
puedan ocurrir (amenaza inminente) o que
ocurran, sean o no fortuitos. Pero no todos
los daños están amparados por la Ley. Ade-
más, los daños causados por fuerza mayor y
aquellos daños que no alcancen la categoría
de significativos están expresamente excluidos.

5.4.1. Daños expresamente excluidos

Quedan expresamente excluidos (Art. 3.5).

• Riesgos nucleares;
• Daños contemplados en los convenios

internacionales que se relacionan en el
anexo IV de la Ley y que se refieren al
transporte marítimo y a la contaminación
por hidrocarburos.

5.4.2. Fuerza mayor

Se considera fuerza mayor, a efectos de lo
indicado anteriormente (Art 3.4):

• Actos derivados de conflictos armados,
hostilidades, guerra civil o insurrección;
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• Fenómenos naturales de carácter excep-
cional, inevitables e irresistibles;

• Actividades al servicio de la defensa
nacional, la seguridad internacional o
para la protección de desastres naturales.

5.4.3. Daños significativos

Se entiende por daño el cambio adverso y
mensurable de un recurso natural o el perjui-
cio de un servicio de recursos naturales,
tanto si se produce directa como indirecta-
mente. Este concepto incluye los daños que
hayan sido ocasionados por los elementos
transportados por el aire.

Para evaluar la cuantía de un daño (y
por lo tanto ver si es o no significativo), es
preciso establecer el estado básico de com-
paración, o sea el estado de conservación y
las características medioambientales inicia-
les, previas a la actividad que se está valo-
rando. Las variaciones cuantitativas de esas
características son las que se deben ponde-
rar para conocer si la actividad puede pro-
ducir o no un daño significativo. 

En relación a las aguas, se deben valorar
sus características cuantitativas, ecológicas y
químicas. En las riberas del mar y en las rías, se
considera su integridad física y su conserva-
ción. En los suelos, se tiene en cuenta el verti-
do, depósito o introducción de sustancias,
organismos y microorganismos.

En el caso de las especies silvestres y de
los hábitat, la Ley incluye en su Anexo I, que
se reproduce en el Anexo 3 del presente
documento, unos criterios para evaluar los
efectos sobre la posibilidad de alcanzar o
mantener un estado favorable de conserva-
ción y determinar si son significativos o no.

Dichos criterios se encuentran desarrollados
en el Reglamento de aplicación de la Ley.

No cabe duda que, a pesar de todas las
orientaciones anteriores y de su desarrollo
reglamentario, hay un amplio margen para
la interpretación de los expertos medioam-
bientalistas; así, “un daño significativo” es un
concepto jurídico indeterminado cuya deli-
mitación legal corresponderá, finalmente, a
los tribunales.

5.5. Responsabilidad de las empresas 
y de sus administradores

Como se indicó anteriormente, la ley impone
obligaciones de prevenir, evitar y reparar los
daños medioambientales que se puedan pro-
ducir. Además, los operadores profesionales y
económicos tienen la obligación de comunicar
inmediatamente a la autoridad medioambien-
tal correspondiente la existencia de un peligro
inminente de daño (o su producción) y seguir
las instrucciones que reciban al respecto.

La Ley estipula que, en el caso de grupos
de sociedades, la responsabilidad de una de
ellas se extienda a la sociedad dominante. Por
otro lado, establece que, en el caso de con-
currencia de responsabilidades de diversas
sociedades, la responsabilidad sea mancomu-
nada, a menos que una normativa especial
que resulte aplicable disponga otra cosa.

Se señalan como responsables subsidiarios
de los deberes impuestos por la Ley, y en parti-
cular de las obligaciones pecuniarias que de
ella se derivan, a los gestores y administrado-
res de hecho de las compañías incursas en
responsabilidad y de aquellos que ostentaban
ese puesto cuando se originaron los deberes
de prevención, evitación y reparación.
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6. La aplicación de la Ley

6.1. Compatibilidad e independencia de las
responsabilidades administrativas, civiles y
penales actuales

La responsabilidad establecida en la Ley es
compatible con las sanciones administrativas
o penales que procediere imponer de acuer-
do con la normativa vigente. 

No obstante, no podrán sancionarse de
nuevo, de acuerdo a esta Ley, los hechos que
ya lo hayan sido por la vía penal o administra-
tiva, siempre que haya identidad de sujeto,
hecho y fundamento. Y en el caso de que las
infracciones pudieran constituir un delito o
falta, la autoridad competente para aplicar
esta Ley pasará el tanto de la culpa a la juris-
dicción competente, interrumpiendo el pro-
cedimiento sancionador hasta que la autori-
dad judicial se pronuncie y sólo lo proseguirá
si dicha autoridad no estimase la existencia
de delito o falta, teniendo siempre en cuenta
los hechos que los tribunales hayan conside-
rado probados.

La Ley se aplicará, en todo caso, en lo
relativo a las medidas de prevención, evita-
ción y reparación prescritas en esta Ley. con
entera independencia de que se sigan o no
otros procedimientos. Las medidas de repara-
ción generales exigibles a las actividades pro-

fesionales o económicas que no estén inclui-
das en el Anexo III de la Ley (Anexos 1 y 2 del
presente documento) sólo serán exigibles
cuando en el procedimiento administrativo o
penal sancionador hayan determinado la
existencia de negligencia, dolo o culpa.

6.2. Aplicación de la Ley 
por las Comunidades Autónomas

Esta Ley transcribe la Directiva Europea
2004/35/CE, aunque extiende sus preceptos
más allá de lo que la Directiva ordena. Es
ésta una Ley Básica aplicable a todo el terri-
torio nacional y como tal es una ley de míni-
mos, que puede ser ampliada con nuevos
supuestos y prescripciones más amplias por
las Comunidades Autónomas que entre sus
competencias cuenten con la de promulgar
normativa medioambiental. En todo caso, la
Ley se aplicará sin perjuicio de normas esta-
tales o autonómicas más exigentes (Disposi-
ción adicional segunda).

En cuanto al desarrollo legislativo y ejecu-
ción de esta Ley, corresponde a las Comuni-
dades Autónomas en cuyo territorio se locali-
cen los daños causados o la amenaza inmi-
nente de su producción (Art 6.1). Sin perjuicio
de ello, se autoriza al Gobierno a que, previa
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consulta a las Comunidades Autónomas,
redacte un reglamento que regule con crite-
rios técnicos la formulación de escenarios de
riesgo, el cálculo de los costes asociados y las
coberturas de riesgo necesarias, así como
algunos otros extremos. En el Anexo 4 de este
documento, se incluyen las materias que la
Ley delega en el Gobierno para su desarrollo
reglamentario.

Para el caso de daños que afecten o pue-
dan afectar a varias Comunidades Autóno-
mas, la ley establece mecanismos de colabo-
ración entre sus Administraciones y la Adminis-
tración Central del Estado.

Igualmente, en el caso de daños medio-
ambientales transfronterizos, establece las res-
ponsabilidades de las autoridades correspon-
dientes con la intervención de los Ministerios
de Medio Ambiente y Asuntos Exteriores y
cooperación.

6.3. Reglamento que desarrolla la Ley

De acuerdo con lo anterior, el Gobierno ha
redactado un reglamento que desarrolla nor-
mativamente los siguientes elementos de la
Ley:

• el capítulo IV, Garantías financieras,
• el Anexo I Criterios para determinar la signi-

ficatividad de los daños a las especies sil-
vestres y a los hábitat,

• el Anexo II Reparación del daño medio-
ambiental,

• Anexo VI, Información y datos que las
Administraciones Públicas deben facilitar
al Ministerio de Medioambiente y Medio
Rural y Marino en materia de responsabili-
dad medioambiental.

El reglamento cuenta con dos partes dife-
rentes bien definidas:

• Por un lado aborda las cuestiones de tipo
técnico medioambiental, intentando dar
una mayor precisión a los mandatos de la
Ley. Así, se aborda el método para la

determinación de los daños ambientales,
su cuantificación a partir de las fuentes de
peligro, la determinación de las medidas
reparadoras y el seguimiento del proyecto
de reparación.

• En el último capítulo se abordan las nor-
mas relativas a las garantías financieras,
como son la fijación del importe de la
cobertura de las garantías financieras y el
control de las mismas; la continuidad de la
cobertura durante el periodo de exigencia
de responsabilidad y el aspecto temporal
de la garantía y provisiones en relación
con el Fondo de Compensación de Daños
Medioambientales del Consorcio de Com-
pensación de Seguros.

• Finalmente, el reglamento incluye una
novedad en la disposición adicional pri-
mera, consistente en la intención de utili-
zar, para materializar las compensaciones
por los daños causados al medio ambien-
te, mecanismos de mercado sobre recur-
sos naturales previamente constituidos.
Para ello define los Bancos de Hábitats
que podrán generar recursos y servicios
ambientales a través de proyectos de
reparación, mejora o recreación para
vender posteriormente los créditos obteni-
dos a los operadores que los necesiten,
siempre que asuman el compromiso inelu-
dible de realizar por su cuenta la recupe-
ración del lugar dañado por el operador
al que venden los créditos ambientales.
Estos Bancos de Hábitats, cuando sean de
capital público, podrán ser receptores de
las reservas específicas que se constituyan
para cubrir las garantías financieras que
deban establecer los operadores.

6.4. Legitimación activa de las ONG

Un aspecto importante de esta Ley es la legiti-
mación activa de las ONG para iniciar el pro-
cedimiento administrativo correspondiente.
Para ello se exige que en sus estatutos figure
como finalidad la protección del medio
ambiente en general o del elemento amena-
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zado de que se trate; que lleven ejerciendo
activamente esa protección desde al menos
dos años antes y que su actividad se ejerza
en el territorio sobre el que pese el daño
medioambiental o su amenaza.

No obstante, en el caso de solicitudes para
abrir expedientes presentadas por particulares
interesados u ONG, la Administración Pública
competente puede denegarlas cuando sean
manifiestamente infundadas o abusivas.

6.5. Actuaciones directas 
de la Administración

La Ley regula aquellos casos en que la Admi-
nistración Pública debe intervenir llevando a
cabo directamente las operaciones de pre-
vención y evitación. Se trata de casos de difi-
cultad de identificación del operador respon-
sable, necesidades de urgente intervención y
otros casos similares (Art. 23). 

También regula la ejecución forzosa en el
caso de que el operador incumpla sus obliga-
ciones (Art. 47).

En cualquier caso, la Administración Públi-
ca tiene un plazo de cinco años para exigir al
operador responsable la satisfacción de los
gastos incurridos.

6.6. Responsabilidad ambiental 
de las obras públicas

En el caso de las obras públicas de interés
general, las autoridades competentes para

aplicar esta Ley, no podrán exigir la adop-
ción de las medidas previstas en esta Ley ni
ejecutarlas subsidiariamente, cuando se
haya seguido el procedimiento establecido
para la evaluación de su impacto medio-
ambiental y se haya cumplido con las exi-
gencias contenidas en la correspondiente
declaración de impacto (Disposición adicio-
nal décima).

6.7. Los tratados internacionales

Tal como se indicó anteriormente, esta Ley no
se aplica a los daños o amenazas inminentes
de los mismos cuando su origen sea uno de
los sucesos contemplados en los convenios
internacionales que se relacionan en el Anexo
IV de la Ley, que se refieren al transporte marí-
timo y a la contaminación por hidrocarburos
(Art 3.5.a).

6.8. Otras leyes y situaciones

En el caso de la titularidad estatal de los bie-
nes de dominio público, en especial de la
derivada de las Leyes de Aguas y de Costas,
será la Administración Central  y no la Comu-
nidad Autónoma correspondiente, la encar-
gada de aplicar esta Ley.

Finalmente, hay que señalar que la Ley
dicta disposiciones especiales para el caso
de las compensaciones de daños por la rotu-
ra de la presa de Tous (Disposición adicional
decimocuarta).
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7. Garantías financieras

7.1. Objeto y tipología de las 
garantías financieras

Tal como se indicó anteriormente, las acti-
vidades que generan una responsabilidad
especial (las del reiteradamente citado
Anexo III de la Ley, recogidos en los Ane-
xos 1 y 2 de este documento), conllevan la
obligación de reparación cuando se pro-
duzcan daños por causa accidental o for-
tuita.

Habida cuenta de ello y de le elevada
cuantía que ello puede suponer, la Ley
exige a las empresas u operadores priva-
dos que llevan a cabo dichas actividades
a constituir una garantía financiera que
puede adoptar alguna, varias o todas las
modalidades siguientes, de forma conjun-
ta y complementaria (Art. 26):

• Una póliza de seguros;
• Un aval concedido por una entidad finan-

ciera;
• La constitución de una reserva técnica

mediante la dotación de un fondo ad hoc
materializado en inversiones financieras
respaldadas por el sector público.

Esta garantía debe cubrir los gastos de
reparación de los daños medioambienta-
les que puedan ser ocasionados por un
hecho que se produzca de forma acci-
dental  y aleator ia,  por lo que quedan
excluidos los daños ocasionados tanto con
dolo, culpa o negligencia del operador
como los que resulten de un hecho previs-
to y consentido por el operador dentro de
su ámbito físico o geográfico de actua-
ción. Igualmente se excluyen los daños
causados por ciertos eventos extraordina-
rios como huelga, disturbios internos, sabo-
taje,  actos de terror i smo o de bandas
armadas (Art 32.2).

La garantía, en los casos anteriores, debe
cubrir, además, los posibles gastos de preven-
ción y evitación.

Las garantías pueden cubrir tanto al ope-
rador como a sus subcontratistas y emplea-
dos. En cualquier caso, estas garantías deben
constituirse con el único y exclusivo fin de
cubrir los gastos de reparación de los daños
que eventualmente puedan producirse de
acuerdo con esta Ley.

El reglamento de la Ley desarrolla la nor-
mativa necesaria relacionada con la elabo-
ración de los análisis de riesgos, las garantías y
los instrumentos financieros adicionales preci-
sos para cumplir las exigencias previstas en la
Ley que se describen a continuación.

7.2. Cuantía de la garantía financiera 
a constituir y excepciones

La cuantía que se debe afianzar o asegurar
debe cubrir la reparación del daño que even-
tualmente pueda producirse y será propuesta
en cada caso por la Administración Pública
con arreglo a un cálculo efectuado de
acuerdo con las prescripciones que dispone
el reglamento de la Ley.

En todo caso, esta garantía no será nece-
saria si se prevé que los daños sean inferiores
a 300.000 euros. Si el operador tiene implanta-
do un Sistema de Gestión Medioambiental
con arreglo a las Normas ISO 14.000 o EMAS,
no tendrá obligación de constituir la garantía
cuando los daños se valoren en menos de
2.000.000 de euros. Estos umbrales económi-
cos son revisables, de forma justificada, por el
Gobierno. 

Quedan excluidos de la constitución de
esta garantía la utilización de ciertos produc-
tos fitosanitarios y biocidas con fines agrope-
cuarios y forestales. 

También quedan excluidas de constituir
estas garantías la Administración Pública
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General del Estado, los Entes Locales y todos
los organismos que de ellos dependan, que-
dando a decisión de cada Comunidad Autó-
noma el criterio aplicable para ellas mismas y
sus organismos dependientes.

La cobertura máxima de la garantía será,
en todo caso, de 20.000.000 de euros. En
cualquier caso, sea cual sea la cantidad
cubierta, ello no limita cuantitativamente la
responsabilidad de reparar, que sigue siendo
total, ilimitada.

7.3. Ámbito temporal de cobertura

La garantía debe estar constituida desde el
momento en que surta efecto la autorización
para que el operador desarrolle su actividad
y debe estar vigente durante todo el período
de garantía de esa actividad y tres años más.

En el caso de las actividades que al entrar
en vigor esta Ley tengan ya la pertinente
autorización, la Administración establecerá un
calendario para la implantación sucesiva de
las garantías correspondientes, lo que no se
prevé que sea antes del 30 de abril de 2010
(Disposición final cuarta).

7.4. Fondo de compensación de daños
medioambientales del Consorcio de 
Compensación de Seguros

El Consorcio de Compensación de Seguros
administrará y gestionará de forma indepen-
diente un fondo específico, el Fondo de Com-
pensación de Daños Medioambientales, que
se dotará mediante un recargo sobre las póli-
zas que se suscriban para garantizar la res-

ponsabilidad medioambiental atribuida por
esta  Ley.

Este Fondo cubrirá a los que hayan suscrito
pólizas de responsabilidad por daños medio-
ambientales en aquellas situaciones que la
Ley exige y no estén cubiertas por sus pólizas,
como es el caso de los años subsiguientes al
tercer año después de la garantía, hasta un
máximo de treinta años.

Igualmente, este Fondo cubrirá los casos
de insolvencia de la compañía aseguradora
correspondiente, en relación con las pólizas
suscritas.

7.5. Fondo estatal de reparación de daños
medioambientales

Como se dijo, las Administraciones Públicas
Estatal y Locales quedan eximidas de consti-
tuir las garantías financieras expuestas ante-
riormente. Por ello, la Ley prevé la creación
de un Fondo Estatal para la reparación de los
daños medioambientales, gestionado por el
Ministerio de Medio Ambiente y dotado con
recursos procedentes de los Presupuestos
Generales del Estado, que cubra las contin-
gencias económicas derivadas de esta Ley
que sean responsabilidad de la Administra-
ción Central del Estado o de las Entidades
Locales, como son los costes de prevención,
evitación y reparación originados por activi-
dades excluidas del deber de ser soportados
por los correspondientes operadores (aparta-
do 5.2 de este documento).

Las Comunidades Autónomas podrán par-
ticipar, si así lo desean, en dicho Fondo o
constituir sus propios Fondos equivalentes.
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8. Infracciones y sanciones

9. Conclusiones

La Ley describe un conjunto de infracciones
a la misma por parte de los particulares,
consistentes en desobediencia a las instruc-
ciones recibidas, no implementación de las
medidas preventivas, de evitación o de
reparación, incumplimiento en el estableci-
miento de las garantías y otros deberes que
la Ley impone.

Las infracciones pueden ser graves y muy
graves y se pueden castigar con multas
desde 10.000 hasta 2.000.000 de euros y sus-
pensión o extinción de las autorizaciones
correspondientes, según los casos. Las infrac-
ciones graves prescriben a los dos años y las
muy graves a los tres años.

Es interesante señalar que, a diferencia de
lo que recogen algunas legislaciones autonó-

micas (Aragón, Navarra), no está prevista la
“prestación ambiental sustitutoria” consistente
en sustituir el pago de la sanción impuesta
con la realización de trabajos de conserva-
ción, mejora o restauración medioambiental
por un valor equivalente a la sanción.

En ningún caso se prevé la posibilidad de
sancionar a las Administraciones  o entidades
públicas.

La tramitación de estas sanciones no pos-
tergará la exigencia de las obligaciones de
prevenir, evitar o reparar los daños medioam-
bientales y, como se dijo anteriormente, no
podrán sancionarse de acuerdo a esta Ley los
hechos que ya hayan sido sancionados penal
o administrativamente, siempre que haya
identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Como se ve, la Ley exige la ejecución de
medidas preventivas y de evitación sin limite,
en cualquier caso y, aunque en muchas oca-
siones puedan luego ser reclamados los cos-
tos incurridos, puede ello ser materia de ase-
guramiento, tarea que, en el caso de los
Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos,
corresponde al FAM-CAMINOS.

No hay que olvidar, además, las responsa-
bilidades económicas personales que se
imputan a los administradores, que de hecho,

a menudo, son también Ingenieros de Cami-
nos, Canales y Puertos.

Finalmente, consideración aparte mere-
cen las mencionadas actividades que gene-
ran una responsabilidad especial para la cual
se le pide una garantía financiera, que puede
ser un seguro, tal como se ha descrito ante-
riormente.

En todos estos casos, como siempre, FAM-
CAMINOS trabaja para ofrecer las mejores
opciones aseguradoras a todos los colegiados.
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ANEXO 1

1. La explotación de instalaciones sujetas a una
autorización de conformidad con la Ley 16/
2002, de 1 de julio, de prevención y control
integrados de la contaminación. Esto incluye
todas las actividades enumeradas en su
Anexo I, salvo las instalaciones o partes de
instalaciones utilizadas para la investigación,
elaboración y prueba de nuevos productos y
procesos.
Igualmente incluye cualesquiera otras activi-
dades y establecimientos sujetos al ámbito
de aplicación del Real Decreto 1254/1999,
de 16 de julio, por el que se aprueban medi-
das de control de los riesgos inherentes a los
accidentes graves en los que intervengan
sustancias peligrosas.

2. Las actividades de gestión de residuos, como
la recogida, el transporte, la recuperación y
la eliminación de residuos y de residuos peli-
grosos, así como la supervisión de tales activi-
dades, que estén sujetas a permiso o registro
de conformidad con la Ley 10/1998, de 21
de abril.
Estas actividades incluyen, entre otras cosas,
la explotación de vertederos y la gestión pos-
terior a su cierre de conformidad con el Real
Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por
el que se regula la eliminación de residuos
mediante depósito en vertedero y la explo-
tación de instalaciones de incineración,
según establece el Real Decreto 653/2003,
de 30 de mayo, sobre incineración de resi-
duos.

3. Todos los vertidos en aguas interiores superfi-
ciales sujetas a autorización previa de con-
formidad con el Real Decreto 849/1986, de
11 de abril, por el que se aprueba el Regla-
mento del Dominio Público Hidráulico y legis-
lación autonómica aplicable.

4. Todos los vertidos en las aguas subterráneas
sujetas a autorización previa de conformi-
dad con el Real Decreto 849/1986, de 11 de

abril, por el que se aprueba el Reglamento
del Dominio Público Hidráulico y legislación
autonómica aplicable.

5.  Todos los vertidos de aguas interiores y mar
territorial sujetos a autorización previa de
conformidad con lo dispuesto en la Ley
22/1988, de 28 de julio, de Costas y en la
legislación autonómica aplicable.

6. El vertido o la inyección de contaminantes
en aguas superficiales o subterráneas suje-
tas a permiso, autorización o registro de
conformidad con el Real Decreto Legislati-
vo 1/2001, de 20 de julio, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de
Aguas. 

7. La captación y el represamiento de aguas
sujetos a autorización previa de conformidad
con el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20
de julio.

8. La fabricación, utilización, almacenamiento,
transformación, embotellado, liberación en
el medio ambiente y transporte in situ de:

a) Las sustancias peligrosas definidas en el
artículo 2.2 del Real Decreto 363/1995, de 10
de marzo, por el que se aprueba el Regla-
mento sobre notificación de sustancias nue-
vas y clasificación, envasado y etiquetado
de sustancias peligrosas. 

b) Los preparados peligrosos definidos en el artí-
culo 2.2 del Real Decreto 255/2003, por el
que se aprueba el Reglamento sobre clasifi-
cación, el envasado y el etiquetado de pre-
parados peligrosos.

c) Los productos fitosanitarios definidos en el
artículo 2.1 del Real Decreto 2163/1994, de 4
de noviembre, por el que se establece el sis-
tema armonizado comunitario de autoriza-
ción para comercializar y utilizar productos
fitosanitarios.

d) Los biocidas definidos en el artículo 2 a) del
Real Decreto 1054/2002, de 11 de octubre,
por el que se regula el proceso de evalua-

ACTIVIDADES ESPECIALMENTE CALIFICADAS (Anexo III de la Ley)
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ción para el registro, autorización y comer-
cialización de biocidas.

9. El transporte por carretera, por ferrocarril, por
vías f luviales, marít imo o aéreo de
mercancías peligrosas o contaminantes de
acuerdo con la definición que figura en el
artículo 2.b) del Real Decreto 551/2006, de 5
de mayo, por el que se regulan las operacio-
nes de transporte de mercancías peligrosas
por carretera en el territorio español, o en el
artículo 2.b) del Real Decreto 412/2001, de
20 de abril, que regula diversos aspectos
relacionados con el transporte de mercancí-
as peligrosas por ferrocarril o en el artículo
3.h) del Real Decreto 210/2004, de 6 de
febrero, por el que se establece un sistema
de seguimiento y de información sobre el trá-
fico marítimo.

10. La explotación de instalaciones que, estan-
do sujetas a una autorización de conformi-
dad con la directiva 84/360/CEE del Consejo
de 28 de junio de 1994, relativa a la lucha
contra la contaminación atmosférica proce-
dente de las instalaciones industriales en rela-
ción con la liberación a la atmósfera de
alguna de las sustancias contaminantes
reguladas por la directiva mencionada,
requieran una autorización de conformidad
con la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Preven-

ción y Control Integrados de la Contamina-
ción.

11. Toda utilización confinada, incluido el
transporte, de microorganismos modifica-
dos genéticamente, de acuerdo con la
definición de la Ley 9/2003, de 25 de abril,
por la que se establece el régimen jurídico
de la utilización confinada, liberación volun-
taria y comercialización de organismos
modificados genéticamente.

12. Toda liberación intencional en el medio
ambiente, transporte y comercialización de
organismos modificados genéticamente de
acuerdo con la definición de la Ley 9/2003,
de 25 de abril. 

13. El traslado transfronterizo de residuos den-
tro, hacia o desde la Unión Europea sujeto a
autorización o prohibido según lo dispuesto
en el Reglamento (CE) número 1013/2006
del Parlamento Europeo y del Consejo, de
14 de junio de 2006, relativo al traslado de
residuos.

14. La gestión de los residuos de las industrias
extractivas, según lo dispuesto en la Directi-
va 2006/21/CE, del Parlamento Europeo y
del Consejo de 15 de marzo de 2006, sobre
la gestión de los residuos de las industrias
extractivas y por la que se modifica la Direc-
tiva 2004/35/CE.

• Instalaciones de combustión (potencia
superior a 50 Mw, refinerías de gas y
petróleo, coquerías, instalaciones de gasifi-
cación y licuefacción  de carbón).

• Producción y transformación de metales
(calcinación o sinterización de metales,
fundiciones y acerías, transformación de
metales ferrosos).

• Industrias minerales (cementeras, fábricas
de amianto, fibra de vidrio, vidrio, fundi-
ción de minerales, cerámicas).

• Industria química (productos orgánicos e
inorgánicos, fertilizantes, farmacéuticos,
explosivos).

• Gestión de residuos (vertederos, incinera-
doras, eliminación de residuos peligrosos).

• Industria del papel y del cartón.
• Industria textil.
• Industria del cuero.
• Industria agroalimentaria y ganadera.
• Consumo de disolventes orgánicos.
• Industria del carbono.

ANEXO 2

ACTIVIDADES ESPECIALMENTE CALIFICADAS (Anexo I de la ley 16/2002 de prevención y
control integrado de la contaminación. Industrias e instalaciones contaminantes)
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ANEXO 3

CRITERIOS PARA LA CALIFICACIÓN DEL DAÑO A UNA ESPECIE 
O UN HÁBITAT COMO SIGNIFICATIVO
(Anexo I  de la Ley, en relación con el artículo 2.1a)

1. El carácter significativo del daño que pro-
duzca efectos desfavorables en la posibili-
dad de alcanzar o de mantener el estado
favorable de conservación de las especies
y los hábitats se evaluará en relación con el
estado de conservación que tuvieran al
producirse el daño con las prestaciones
ofrecidas por las posibilidades recreativas
que generan y con su capacidad de rege-
neración natural. Los cambios adversos sig-
nificativos en el estado básico deberán
determinarse mediante datos mensurables
como:

a) El número de individuos, su densidad o la
extensión de su zona de presencia.

b) La rareza de la especie o del hábitat
dañado (evaluada en el plano local,
regional y superior, incluido el plano
comunitario), así como su grado de ame-
naza.

c) El papel de los individuos concretos o de
la zona dañada en relación con la espe-
cie o la conservación de su hábitat.

d) La capacidad de propagación y la viabi-
lidad de la especie (según la dinámica
específica de la especie o población de
que se trate) o la capacidad de regene-
ración natural del hábitat (según la diná-
mica específica de sus especies caracte-
rísticas o de sus poblaciones) dañados.

e) La capacidad de la especie o del hábi-
tat, después de haber sufrido los daños,

de recuperar en breve plazo, sin más
intervención que el incremento de las
medidas de protección, un estado que,
tan sólo en virtud de la dinámica de la
especie o del hábitat, dé lugar a un esta-
do equivalente o superior al básico.

Los daños con efectos demostrados en la
salud humana deberán clasificarse como
daños significativos.

2. No tendrán el carácter de daños significati-
vos los siguientes:

a) Las variaciones negativas inferiores a las
fluctuaciones naturales consideradas nor-
males para la especie o el hábitat de
que se trate.

b) las variaciones negativas que obedecen
a causas naturales o se derivan de inter-
venciones relacionadas con la gestión
corriente de los espacios naturales prote-
gidos o los lugares de la Red Natura 2000,
según se definan en sus respectivos pla-
nes de gestión o instrumentos técnicos
equivalentes.

c) Los daños a especies o hábitats con
demostrada capacidad de recuperar,
en breve plazo y sin intervención, el esta-
do básico o bien un estado que, tan sólo
en virtud de la dinámica de la especie o
del hábitat, dé lugar a un estado equiva-
lente o superior al básico.
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El desarrollo reglamentario de la Ley correspon-
de a las Comunidades Autónomas según sus
competencias propias. No obstante, la Ley
autoriza al Estado a intervenir en el desarrollo
aplicativo en algunos campos:

• Mediante un informe justificativo, para
aumentar o disminuir  los umbrales de
coste de reparación que indica el artículo
28, y que exigen la constitución de una
garantía o seguro (fijados en ese artículo
en 300.000 euros con carácter general y
2.000.000 de euros si el operador tiene
implantado un sistema de gestión medio-
ambiental como el EMAS o el ISO 14.000)
(disposición adicional duodécima).

• Previa consulta a las Comunidades Autóno-
mas, modificar los anexos con la finalidad
de adaptarlos a las modificaciones que, en
su caso, sean introducidas por la normativa
comunitaria (disposición final tercera).

• Desarrollo reglamentario, previa consulta de
las Comunidades Autónomas para elaborar
cuantas disposiciones sean necesarias para
el desarrollo y la ejecución del capítulo IV,
relativo al régimen jurídico de las garantías
financieras, estableciendo un método que
se basará en criterios técnicos que garanti-
cen una evaluación homogénea de los
escenarios de riesgos y de los costes de
reparación asociados a cada uno de ellos y
asegure una delimitación uniforme de la

definición de las coberturas que resulten
necesarias para cada actividad o para
cada instalación (disposición final tercera y
artículo 24).

• Previa consulta a las Comunidades Autóno-
mas, modificar también el contenido de los
Anexos a la Ley: Criterios de evaluación de
daños significativos a las especies silvestres y
al hábitat (Anexo I); medidas para la repa-
ración de daños medioambientales (Anexo
II); lista de actividades sujetas a responsabili-
dad especial (Anexo III); convenios interna-
cionales (anexos IV y V) e información a
remitir al Ministerio de Medio Ambiente
(Anexo VI) (disposición final tercera).

Como consecuencia de ello, el Gobierno
ha redactado un reglamento para el desarrollo
de la Ley que contempla los siguientes ámbi-
tos:

• el capítulo IV, Garantías financieras;
• el Anexo I Criterios para determinar la signifi-

catividad de los daños a las especies silves-
tres y a los hábitat;

• el Anexo II Reparación del daño medioam-
bientall;

• Anexo VI, Información y datos que las Admi-
nistraciones públicas deben facilitar al Minis-
terio de Medioambiente Y Medio Rural y
Marino en materia de responsabil idad
medioambiental.

ANEXO 4

NORMAS ESTATALES COMPLEMENTARIAS PARA EL DESARROLLO DE LA LEY
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